HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO 
RADICACIÓN:666826000048201500514-01
PROCESADO: JORGE WILLIAM PATIIÑO L.
REVOCA 

A N°54

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Auto - 2ª Instancia – 1


9 de diciembre de 2016

Radicación Nro. :
  

666826000048201500514-01

Procesado:

JORGE WILLIAM PATIÑO LONDOÑO
Proceso:                
Penal  – Revoca y ordena la acumulación jurídica de penas

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas:


HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO / ACUMULACIÓN JURÍDICA DE PENAS / SIN HOMOGENEIDAD EN LA NATURALEZA JURÍDICA DE LAS SENTENCIAS /PROCEDENCIA. [A]cumulación jurídica de penas en caso de haberse proferido varias sentencias condenatorias en procesos distintos adelantados contra una misma persona. Dicho instituto está previsto en el artículo 31 de la ley 599/00, en cuyo texto se rechaza de manera expresa el denominado sistema de la acumulación material, en el que se suman todas las penas que corresponderían a los delitos puestos en juego, sin límites de ninguna índole o naturaleza. (…) En cuanto a la forma como opera la acumulación jurídica, se tiene que al tenor del canon antes mencionado surge imperiosa la aplicación de las normas que regulan la tasación en los casos de concurso de conductas punibles, esto es, las reglas fijadas en el artículo 31 de la ley 599/00, pero sin que ello implique, como lo precisó la Corte Suprema de Justicia: “una nueva graduación de la pena (…).Si bien es cierto que no obra en el ordenamiento jurídico norma que permita acumular sentencias cuando la naturaleza de las mismas no es homogénea, ya que pese a ser restrictivas de la libertad distan de su lugar de reclusión -intramural y domiciliaria-, ello no puede ser óbice para desconocer el derecho que ostenta la persona condenada, quien luego de cumplir los requisitos a que alude la normativa procedimental, debe hacerse acreedor a su aplicación. (…) Estima la Sala entonces, que no puede negarse al sentenciado, ante un vacío legal, el derecho que tiene a que se proceda a la acumulación jurídica de las penas, en cuanto la naturaleza de las mismas, contrario a lo argumentado por el a quo, es restrictiva de la libertad, con independencia de que una sea descontada en centro carcelario y la otra en su domicilio, por lo cual se hace viable la acumulación jurídica reclamada, y por ende se procederá a revocar la decisión adoptada.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
                    Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecinueve (19) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)
         Acta de Aprobación N° 1180
                                                                  
Hora: 2:20 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la apelación interpuesta por el  apoderado del señor JORGE WILLIAM PATIÑO LONDOÑO, contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) que le negó la acumulación jurídica de penas.
2.- PROVIDENCIA 
El señor JORGE WILLIAM PATIÑO LONDOÑO fue condenado en mayo 25 de 2016 por el Juzgado Penal Municipal con función de conocimiento de Santa Rosa de Cabal (Rda.) por el punible de hurto calificado y agravado, a una pena de 18 meses de prisión, por hechos ocurridos en septiembre 24 de 2015, negándosele la suspensión condicional de la ejecución de la pena, cuya vigilancia le fue asignada al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
Igualmente fue sentenciado en junio 20 de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira a la pena de 54 meses de prisión por el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego por hechos materializados en marzo 22 de 2015, donde se le concedió el sustituto de la prisión domiciliaria. 
El apoderado del condenado, solicita al juzgado se estudie la viabilidad de proceder a la acumulación jurídica de penas y como la conducta de hurto quedaría acumulada en el proceso por fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, donde se le concedió la detención domiciliaria, pide que así se cumpla el fallo establecido.

Con auto de septiembre 22 de 2016, el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas negó lo pedido al considerar que si bien se cumple con el requisito objetivo para conceder la acumulación jurídica de penas, al estarse ante dos modalidades de cumplimiento de la pena -en una no se le concedió subrogado alguno y en la otra se le otorgó la prisión domiciliaria- que no pueden combinarse, ello implica que deben ser descontadas de manera independiente, máxime que no existe en la legislación norma que regule la forma como deberían descontarse tales sanciones, esto es, cuánto debe permanecer en prisión y qué tiempo en su residencia.

3.- RECURSO

Inconforme con la decisión adoptada, el apoderado de PATIÑO LONDOÑO expresa que el a quo sin fundamento jurídico sustenta su negativa, con lo cual desconoce principios rectores como la favorabilidad y en este caso se aplicaría la pena menos restrictiva a la libertad, como sería la prisión domiciliaria por ser la más alta, máxime que por los vacíos legales que pregona el funcionario se coartaría un derecho legal como es la acumulación jurídica de penas, con mayor razón cuando al reunirse las penas éstas no superarían los ocho años, como una razón más para que las descuente en su vivienda.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA

De acuerdo con lo señalado procede la Sala a desatar el recurso de apelación que interpuso el apoderado del sentenciado JORGE WILLIAM PATIÑO LONDOÑO en contra del auto interlocutorio por medio del cual se negó la acumulación jurídica de penas.

Al tenor del numeral 2º del artículo 38 de la ley 906/04, al juez de ejecución le compete pronunciarse sobre la acumulación jurídica de penas en caso de haberse proferido varias sentencias condenatorias en procesos distintos adelantados contra una misma persona. Dicho instituto está previsto en el artículo 31 de la ley 599/00, en cuyo texto se rechaza de manera expresa el denominado sistema de la acumulación material, en el que se suman todas las penas que corresponderían a los delitos puestos en juego, sin límites de ninguna índole o naturaleza. 

La competencia del funcionario atribuida en dicha norma está vinculada a la ejecución material de la pena, y en armonía con el artículo 460 C.P.P.
 presupone el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Que contra una misma persona se hayan proferido sentencias condenatorias en diferentes procesos, esto es, independientemente; pero además, que las mismas se encuentren ejecutoriadas, pues sólo una vez en firme los fallos que las impusieron resulta factible determinar de manera definitiva la sanción resultante de la acumulación, y

b) Que las penas a acumular sean de la misma naturaleza, esto es, privativa de la libertad. Exigencia surgida en forma implícita del procedimiento establecido en el artículo 31 de la ley 599/00, complementado por el artículo 460 C.P.P.
Dicha normativa contempla además los supuestos de improcedencia de  la acumulación jurídica de penas, que se contrae a los siguientes eventos: (i) cuando los delitos fueren cometidos con posterioridad al momento en que se profirió sentencia de primera o de única instancia en cualquiera de los procesos que se procuran acumular; (ii) cuando la acumulación se pretenda sobre penas ya ejecutadas, y (iii) cuando la condena que se intenta acumular se hubiere impuesto por delitos cometidos durante el tiempo de privación de la libertad del penado.

En cuanto a la forma como opera la acumulación jurídica, se tiene que al tenor del canon antes mencionado surge imperiosa la aplicación de las normas que regulan la tasación en los casos de concurso de conductas punibles, esto es, las reglas fijadas en el artículo 31 de la ley 599/00, pero sin que ello implique, como lo precisó la Corte Suprema de Justicia: “una nueva graduación de la pena -tal y como si ella nunca se hubiese fijado-, pues su correcto entendimiento alude a que la tasación de la pena se hará sobre las penas concretamente determinadas”
 en los respectivos fallos, es decir, sobre las penas concretamente dosificadas en la forma y términos dispuestos en las sentencias, de modo que a partir de la pena más grave según su naturaleza […] solo sea necesario un simple ejercicio de comparación matemática entre las de igual naturaleza para saber cuál es la más grave”
, obviamente, sin que el quantum definitivo pueda traducir la suma aritmética de las sanciones o comportar el inaceptable desbordamiento del máximo previsto por el legislador
.

En el presente asunto consideró el a quo que se daban los requisitos de índole objetivo para que el procesado JORGE WILLIAM PATIÑO LONDOÑO se hiciera merecedor a la acumulación jurídica de penas, pero negó la misma bajo la premisa que por la naturaleza de las penas impuestas -en la que descuenta pena se le negó el subrogado y en la segunda se le concedió la prisión domiciliaria- y al existir un vacío legal al respecto, éstas deben purgarse de manera independiente, frente a lo cual no estuvo conforme el apoderado del sentenciado.

Si bien es cierto que no obra en el ordenamiento jurídico norma que permita acumular sentencias cuando la naturaleza de las mismas no es homogénea, ya que pese a ser restrictivas de la libertad distan de su lugar de reclusión -intramural y domiciliaria-, ello no puede ser óbice para desconocer el derecho que ostenta la persona condenada, quien luego de cumplir los requisitos a que alude la normativa procedimental, debe hacerse acreedor a su aplicación.

En el caso objeto de estudio se observa que el ciudadano JORGE WILLIAM PATIÑO fue condenado en mayo 25 de 2016 a una pena de 18 meses de prisión por el punible de hurto calificado y agravado, y posteriormente, en junio 20 de 2016 a una sanción de 54 meses de prisión por la conducta de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, encontrándose ambas sentencias debidamente ejecutoriadas. Y como bien lo señaló el a quo, en cabeza del sentenciado se cumplen las exigencias de índole objetivas contenidas en el canon 460 C.P.P. para ser merecedor del instituto de la acumulación jurídica, por cuanto ambos hechos que conllevaron a su sanción penal acaecieron con antelación a que se hubieran proferidos las sentencias respectivas, sin que a partir del momento en que el señor PATIÑO LONDOÑO fue condenado por primera vez -mayo 25 de 2016- se conozca de otro hecho delictivo que hubiera sido cometido por la misma persona. 
Estima la Sala entonces, que no puede negarse al sentenciado, ante un vacío legal, el derecho que tiene a que se proceda a la acumulación jurídica de las penas, en cuanto la naturaleza de las mismas, contrario a lo argumentado por el a quo, es restrictiva de la libertad, con independencia de que una sea descontada en centro carcelario y la otra en su domicilio, por lo cual se hace viable la acumulación jurídica reclamada, y por ende se procederá a revocar la decisión adoptada.

Como quiera entonces que el señor JORGE WILLIAM PATIÑO cumple con los presupuestos para obtener el derecho a la acumulación de penas, para efectos de proceder en ese sentido la Sala debe remitirse al contenido del artículo 31 C.P. que regula el concurso de conductas punibles, en la parte pertinente, en tanto la suma jurídica habrá de hacerse sobre las penas dosificadas en la forma y términos en que se haya dispuesto en las respectivas sentencias.

Por lo anterior y para establecer la pena más grave de las sentencias que serán objeto de acumulación, solo se hace necesario un simple ejercicio de comparación matemático entre las que se le impusieron al condenado, y sobre ésta se efectuará el aumento de “hasta otro tanto, sin que fuera superior a la suma aritmética”.

En ese orden de ideas, tenemos que la pena de mayor connotación fue la proferida en junio 20 de 2016, cuando se condenó al señor JORGE WILLIAM PATIÑO a 54 meses de prisión y donde se le concedió la prisión domiciliaria, la que se tomará como referente para realizar el incremento punitivo con ocasión del fallo donde se sentenció a 12 meses de prisión, sin beneficio alguno.

Para determinar cuál será el incremento respectivo, ha dicho la jurisprudencia de la Sala Penal lo siguiente:

“Si bien la ley otorga al juzgador el poder discrecional de aumentar la pena más grave de la forma indicada, ese incremento no se hace en abstracto o de manera caprichosa, por cuanto el mismo debe tener fundamento en la clase de delito cuya pena va a ser acumulada, en tanto lo que evalúa el Juez es el comportamiento que fue objeto de reproche sancionatorio, luego la adición punitiva necesariamente debe tener como referentes el delito cometido, las circunstancias en que se produjo y las condiciones personales de su autor. 

Entonces, la pena que debe fijarse al momento de la acumulación jurídica se deduce, por remisión, de los fundamentos jurídicos y fácticos de la sentencia que va a ser unificada, sin acudir al sistema de cuartos como equivocadamente lo plantea el recurrente, toda vez que las conductas además de haber sido debidamente dosificadas en la sentencia, el objeto de la acumulación es que varias sentencias se conviertan en una, única e indivisible, en la cual se fija una pena razonable y dentro de los límites normativos.

Bajo ese entendido estima la Corporación que a la sanción de 54 meses de prisión debe incrementarse seis meses por la otra sentencia, para quedar en definitiva la pena a purgar en 60 meses de prisión.
Dilucidada la anterior situación y aunque como ya se dijo en el ordenamiento jurídico no existe disposición a la cual acudir para determinar cómo será descontada el monto de la sanción acumulada de 60 meses de prisión, estima la Corporación que para establecer la forma en la cual el señor PATIÑO LÓPEZ purgará su pena, habida cuenta que no hay homogeneidad en la pena que le impusieron los jueces de instancia, máxime que el instituto cuya aplicación se solicita ha sido concebido en beneficio del condenado. Al respecto así se ha pronunciado la Sala Penal de la H. Corte Suprema:

“Se vislumbra una aparente dificultad ante la posibilidad de que en las diversas penas acumuladas no haya homogeneidad, pues puede ocurrir que en unos casos concurra la prisión intramural con la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la prisión domiciliaria, hipótesis que hace forzosa la adopción de una determinación encaminada a señalar su prevalencia; al respecto la Corte ha precisado que cada caso se debe mirar en concreto, atendiendo a que el mencionado instituto está concebido en beneficio del condenado, pero siempre dentro del marco de los fines de la pena cuales son: prevención general, retribución justa, protección al condenado, prevención especial y reinserción a la sociedad, siendo estas dos últimas “las que operan en el momento de la ejecución de la pena de prisión”
,

[…]
5.3 Para concluir: en la decisión que acumula las penas, el juez ejecutor no solo puede sino debe, definir la forma en que se cumplirá la pena y los subrogados, acudiendo a  una evaluación integral, ponderada y proporcional del asunto sometido a estudio, apoyado en los fines de la pena y en los elementos que integran cada instituto, y dado el caso, dejar sin efectos la medida que se venía descontando, por ejemplo la de suspensión condicional de la ejecución de la pena concedida por el delito sancionado con prisión inferior a 36 meses, y en su reemplazo ordenar  se continúe en intramural, atendiendo a las características y pena del nuevo delito.”
 –negrillas fuera de texto-
Aunque la tesis del letrado recurrente aboga por que su prohijado cumpla la totalidad de la pena acumulada en su domicilio, en tanto esta fue la que revistió mayor gravedad, la Sala no comparte tal postura, en tanto con ello se enviaría un mal equivocado a la comunidad en el sentido que pese a haber cometido varios delitos la persona permanecerá en su residencia no obstante la gravedad de los mismos. Lo dicho en cuanto no obstante allí tendría igualmente limitada su locomoción, no existe punto de comparación alguna frente a aquellos que se encuentran en centros de reclusión, y ello, en sentir de la Sala, es parte de la sanción que deberá asumir el señor PATIÑO LONDOÑO a raíz de las ilicitudes en que ha incurrido.

Si bien el Tribunal al momento de efectuar la operación prevista en el canon 31 C.P. estimó que la pena a satisfacer por el señor JORGE WILLIAM PATIÑO LONDOÑO, por ambas condenas, sería de 60 meses, la cual se convierte en única e indivisible, como así lo señala la jurisprudencia antes aludida,  considera la Sala que al proceder a determinar cuál es el monto que deberá purgar en centro carcelario y cuál en su residencia, no equivale a una nueva redosificación punitiva -la cual corresponde al juez de instancia-, sino que ello obedece a la evaluación del asunto sometido a estudio con miras a hacer menos perjudicial la medida impuesta, toda vez que el instituto de la acumulación jurídica de penas está concebido en beneficio del inculpado. 
Siendo así las cosas concluye la Corporación que de los sesenta (60) meses de prisión que deberá purgar el señor JORGE WILLIAM PATIÑO LONDOÑO, con ocasión de la acumulación de las penas impuestas en las sentencias de mayo 25 de 2016 y junio 20 de 2016, deberá descontar seis (6) meses en prisión intramural, y una vez superado ese término continuará con la expiación de la sanción de 54 meses en su residencia.
La anterior determinación es no solo la que se ajusta a los parámetros legales, sino a su vez la más justa y equitativa, por lo siguiente: (i) se sabe que para el delito de porte ilegal de arma no existe norma expresa que prohíba la prisión domiciliaria, en tanto para el hurto calificado sí existe una tal prohibición legal y es la contenida en el artículo 68A que resulta aplicable al caso en ciernes en cuanto los hechos se registraron con posterioridad a su vigencia; luego entonces, no es posible hacer extensivo ese sustituto a la pena impuesta para el delito contra el patrimonio económico; (ii) no sería desde ningún punto de vista justo que la prisión intramural se hiciera extensiva al delito de porte ilegal de arma en el cual le fue concedida la domiciliaria, con mayor razón, como lo expresa el togado, cuando la pena del punible contra la Seguridad Pública comporta un mayor tiempo; (iii) por aplicación del principio de progresividad en el cumplimiento de las sanciones privativas de la libertad, no se observa inconveniente alguno en que primero se purgue la pena intramural y con posterioridad la prisión en casa, como quiera que se trata de un orden consecuente con los fines inherentes al tratamiento penitenciario; y (iv) la determinación así concebida respeta lo establecido por los respectivos jueces de conocimiento en las sendas sentencias objeto de acumulación, y por demás está acorde con las reglas que atañen al principio de favorabilidad.   
5.- DECISIÓN  

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal,

RESUELVE 

PRIMERO: SE REVOCA la decisión adoptada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) en cuanto negó la acumulación jurídica de las penas impuestas al señor JORGE WILLIAM PATIÑO LONDOÑO. 

SEGUNDO: SE ORDENA la acumulación jurídica de las penas que le fueron tasadas al señor JORGE WILLIAM PATIÑO LONDOÑO por los Juzgados Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal y  Primero Penal Circuito de Pereira (Rda.), mediante sentencias de mayo 25  y junio 20 de 2016, respectivamente,  por lo que la pena a imponer por ambas conductas se fija en SESENTA (60) MESES DE PRISIÓN.

TERCERO: SE DISPONE que la pena acumulada que deberá purgar el condenado PATIÑO LONDOÑO, se efectúe de la siguiente manera: los primeros seis (6) meses de prisión deberá permanecer privado de su libertad en el establecimiento penitenciario y carcelario que disponga el INPEC, y los restantes cincuenta y cuatro (54) meses los cumplirá en prisión domiciliaria.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� “Acumulación jurídica. Las normas que regulan la dosificación de la pena, en caso de concurso de conductas punibles, se aplicarán también cuando los delitos conexos se hubieren fallado independientemente. Igualmente, cuando se hubieren proferido varias sentencias en diferentes procesos. En estos casos la pena impuesta en la primera decisión se tendrá como parte de la sanción a imponer. No podrán acumularse penas por delitos cometidos con posterioridad al proferimiento de sentencia de primera o única instancia en cualquiera de los procesos, ni penas ejecutadas, ni las impuestas por delitos cometidos durante el tiempo que la persona estuviere privada de la libertad.”


� CSJ SP 08 feb. 2005, rad. 1891.


� CSJ SP 12 nov. 2002, rad.14170.


� Módulo “Función de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad”. IV Curso de Formación Judicial Inicial para Magistrados, Magistradas, Jueces y Juezas de la República. Promoción 2009. Unidad 1. 1.2.3.1. La Acumulación de Penas. Pág. 20, 33-34.


� Artículo 4 del Código Penal: “La pena cumplirá las funciones de prevención general, retribución justa, prevención especial, reinserción social y protección al condenado. / La prevención especial y la reinserción social operan en el momento de la ejecución de la pena de prisión”.


� CSJ AP, 9 may. 2012. Rad. 38054.
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